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Exp. 601/2021/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 601/2021/2

	SENTENCIA DEFINITIVA



	ACTORA: ********** *********** ******.

	AUTORIDAD DEMANDADA: TITULAR DE LA DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO.


	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ. 


San Luis Potosí, S.L.P., a ocho de junio de dos mil veintidós. 

V I S T O S, para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 601/2021/2, promovido por la C. ********* ********** ********* *******, en su carácter de apoderada legal de la persona moral denominada ********* **********, en contra del acto administrativo consistente en la resolución dictada el veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, por el Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual determinó a cargo de la citada persona moral el crédito fiscal número 124479, por la cantidad total de $26,886.00 (veintiséis mil ochocientos ochenta y ocho pesos 00/100 M.N.); y, 
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintisiete de agosto de dos mil veintiuno, compareció la C. ********* ********** *********, en su carácter de apoderada legal de la persona moral denominada ********* **********, a promover demanda en contra de la resolución emitida el veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, por el Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual determinó imponer veinte multas a cargo de la hoy actora, cada una en cantidad de $1,344.30 (mil trescientos cuarenta y cuatro pesos 30/100 M.N.), por no presentar la declaración y formulario de pago mensual a que se refiere el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, desde el mes de mayo de dos mil dieciséis y hasta el mes de diciembre de dos mil diecisiete, a las cuales asignó el número de crédito fiscal 124479, por la cantidad total de $26,886.00 (veintiséis mil ochocientos ochenta y seis pesos 00/100 M.N.).
II.- Mediante proveído de seis de septiembre de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda, ordenándose correr traslado con copia simple de la misma y de sus anexos a la autoridad demandada, emplazándola, para que dentro del término legal al efecto establecido contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes. 
III.- Por proveído de seis de octubre de dos mil veintiuno, se dio cuenta con el oficio depositado el veinticuatro de septiembre de dos mil veintiuno, en el buzón de promociones de término de este Tribunal, y en razón de su contenido se tuvo por contestada la demanda por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada, por lo que, con copia simple de la citada contestación y de sus anexos se ordenó correr traslado a la parte actora para que en el término de diez días hábiles ampliara su demanda.
Por otra parte, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por la parte actora y por la autoridad demandada en el capítulo correspondiente del escrito de demanda y oficio de contestación respectivo.

IV.- Mediante acuerdo de dieciocho de noviembre de dos mil veintiuno, se dio cuenta con el escrito presentado en este Tribunal el nueve de noviembre del citado año y en razón de su contenido se tuvo por ampliada la demanda por parte de la actora, por lo que se ordenó correr traslado con copia de la misma a la autoridad demandada para que dentro del término de diez días hábiles contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que considerara convenientes. 
V.- Por auto de treinta y uno de enero de dos mil veintidós, se dio cuenta con el oficio presentado en este Tribunal el primero de diciembre de dos mil veintiuno, mediante el cual la autoridad demandada formuló su contestación a la ampliación, y una vez analizado se tuvo por contestada dicha ampliación por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada. 
Asimismo se fijaron las diez horas del veinticinco de febrero de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, la cual dio inicio sin la asistencia de las partes, enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda y de contestación respectiva, además de los de ampliación y contestación a ésta. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia y especial naturaleza. En período de alegatos, se hizo constar que ninguna de las partes formuló alegatos; se dio por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º fracción III, 9º fracción III, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La personalidad de la C. ********* ********** *********, como representante apoderada legal de la persona moral denominada ********* ********** *********., se encuentra acreditada con la copia certificada del instrumento notarial número treinta y dos mil ciento catorce, del tomo mil trescientos noventa y cuatro, del protocolo de la notaría pública número treinta y tres, con ejercicio en esta Ciudad, que obra agregada de la foja 21 a la 26 del expediente en que se actúa, de conformidad con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En el caso, el interés jurídico de la parte actora, se encuentra plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, consistente en la resolución de veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual impuso a la persona moral hoy actora veintiún multas, cada una en cantidad de $1,344.30 (mil trescientos cuarenta y cuatro pesos 30/100 M.N.), la cual obra agregada de la foja 28 a la 31 de autos, documental de la que se desprende con claridad que están dirigidas a la citada persona moral, de ahí que detente interés jurídico para impugnar dicho acto administrativo.

Por su parte, el C. Austreberto Regil González, Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; para acreditar la calidad del cargo con que compareció a defender a la autoridad demandada, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 68 del expediente en que se actúa.

Asimismo, por su parte el C. Alejandro Javier García González, al comparecer a contestar la ampliación a la demanda en representación de la autoridad demandada acreditó su calidad de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, exhibiendo copia certificada del nombramiento expedido el veintiséis de septiembre de dos mil veintiuno, por el Oficial Mayor del Gobierno del Estado, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual se encuentra visible a foja 120 del expediente en que se actúa.

Las referidas documentales públicas gozan de valor probatorio pleno, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 72, fracción I y 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución determinante del crédito fiscal número 124479, emitida el veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en la que determinó imponer veinte multas a cargo de la hoy actora, cada una en cantidad de $1,344.30 (mil trescientos cuarenta y cuatro pesos 30/100 M.N.), por no presentar la declaración y formulario de pago mensual a que se refiere el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, desde el mes de mayo de dos mil dieciséis y hasta el mes de diciembre de dos mil diecisiete, a las cuales asignó el número de crédito fiscal 124479, por la cantidad total de $26,886.00 (veintiséis mil ochocientos ochenta y seis pesos 00/100 M.N.).
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda y de su ampliación, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En el presente asunto las partes no hicieron valer causal de improcedencia y sobreseimiento alguna y a juicio de esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación planteados por la parte actora en su escrito de demanda y de ampliación a la misma, se localizan de la foja 03 a la 17 y de la 85 a la 114, del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J.58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Por cuestión de orden y método procesal, esta Sala procede al estudio del segundo concepto de impugnación que hace valer la impetrante en su escrito inicial de demanda, en el que medularmente arguye que la autoridad emisora no fundó correctamente su competencia por razón de materia, grado y territorio en la emisión del acto de molestia, lo anterior de conformidad con lo establecido en el artículo 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
. 
Que en el acto impugnado, la autoridad demandada omitió citar correctamente el artículo que le otorgara competencia material, por grado y territorio para la emisión del acto impugnado, pues todo acto de autoridad debe emitirse por autoridad competente que funde y motive la causa legal, quien a su vez se encuentra obligada a citar los preceptos y ordenamientos legales que le otorgan en forma expresa y especifica las facultades para emitir el acto de autoridad.

La autoridad demandada, al momento de formular su contestación de demanda defendió la legalidad de la resolución impugnada, manifestando que la resolución impugnada se encontraba debidamente fundada y motivada, y que fue emitida por autoridad competente para ello.

A juicio de la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación en estudio, es esencialmente fundado y por tanto suficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada, en virtud de las consideraciones que a continuación se exponen.

La calificación de fundado del argumento en estudio deriva que el accionante controvierte un elemento esencial que brinda la legalidad a un acto de autoridad
, a saber la competencia de quién lo emite –y la manera de fundar correctamente-; por lo que resulta necesario establecer las consideraciones legales que llevan a esta Juzgadora a determinar la obligatoriedad de analizar la legalidad del acto controvertido en cuanto a la fundamentación de la competencia.

En principio, no debe perderse de vista que conforme a lo previsto en el artículo 16 primer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, de ahí que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello
. 

En ese sentido, en toda actuación de las autoridades administrativas, debe privilegiarse el derecho fundamental del gobernado a la certeza o seguridad jurídica, lo que significa, que sepa en todo tiempo quién es la autoridad que lo está molestando, lo cual, indefectiblemente, lo sabrá en la medida que ésta se identifique debidamente, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión y que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deben sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida.

En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le brinda eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emite y el carácter con que éste último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.
Consecuentemente, debe considerarse que todo acto de molestia, que se dé a conocer a los particulares, a efecto de que sea considerado legal, debe cumplir entre otros requisitos, con que el mismo sea emitido por autoridad competente y cumpliéndose las formalidades esenciales del procedimiento que le den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente se dictará por quien tenga competencia para ello, expresándose el carácter de la autoridad que lo suscribe, el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tales facultades, pues de lo contrario se dejaría al gobernado en estado de indefensión, al desconocer el dispositivo que faculte a la autoridad a emitir el acto.
En tanto que, desconocer el dispositivo que faculta a la autoridad para expedir el acto y el carácter con que lo hace, resultaría en un evidente impedimento del particular para tener la oportunidad de examinar si la actuación de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si dicho acto es o no conforme a la ley o a la Constitución; ello es así, al reiterarse que tiene el alcance de exigir que todo acto de molestia se emita por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emite y el carácter con que éste último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades. 

Así las cosas, el Poder Judicial de la Federación, estableció criterio bajo el sentido de que para cumplir con el respecto al derecho de debida fundamentación establecido en el artículo 16 Constitucional, es necesario que la autoridad precise su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la Ley, Reglamento, Decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida.

Por ello, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en reiteradas ocasiones, ha señalado que la fundamentación de la competencia es requisito esencial del acto de autoridad, como se aprecia de la jurisprudencia P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, número 77, Mayo de 1994, página 12, que dice:
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“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”
Así las cosas, el Máximo Tribunal al profundizar en la interpretación y alcance de lo dispuesto en los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con el respeto al derecho a la legalidad y seguridad jurídicas, así como en la obligación a cargo de la autoridad de incluir en los actos administrativos la cita o transcripción de los preceptos que le confieren competencia, al grado de indicar que ello implica una obligación de las autoridades.
A ese respecto, se debe señalar el criterio sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en que estableció que en materia administrativa, para poder considerar un acto de autoridad como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: 

a) Los cuerpos legales y preceptos que se están aplicando al caso concreto, que contengan los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones, párrafos y preceptos aplicables; y
b) Los cuerpos legales y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.

De lo anterior se sigue, que la competencia del órgano administrativo constituye el conjunto de atribuciones o facultades que le incumben, las cuales se encuentran establecidas en diversas disposiciones legales que delimitan su campo de acción y generan certeza a los gobernados sobre los órganos del Estado que pueden válidamente afectar su esfera jurídica con el dictado de diversos actos.

Además, que de esta manera, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el citado precepto constitucional, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen el ámbito competencial del órgano emisor y la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones.

De tal manera que, la competencia de las autoridades administrativas se fija siguiendo, básicamente a raíz de cuatro criterios, a saber:

a) Materia: Atiende a la naturaleza del acto y a las cuestiones jurídicas que constituyen el objeto de aquel, se ubican dentro del campo de acción de cada órgano, que se distingue de los demás.

b) Grado: También llamada funcional o vertical y se refiere a la competencia estructurada piramidalmente, que deriva de la organización jerárquica de la administración pública, en la que las funciones se ordenan por grados (escalas) y los órganos inferiores no pueden desarrollar materias reservadas a los superiores o viceversa.

c) Territorio: Esta hace alusión a las circunscripciones administrativas. El Estado por la extensión de territorio y complejidad de las funciones que ha de realizar, eventualmente se encuentra en necesidad de dividir su actividad entre órganos situados en distintas partes del territorio, cada uno de los cuales tiene un campo de acción limitada localmente; por tanto, dos órganos que tengan idéntica competencia en cuanto a la materia, se pueden distinguir, sin embargo, por razón de territorio.

d) Cuantía: Atiende al mayor o menor quantum, se determina por el valor jurídico o económico del objeto del acto que ha de realizar el órgano correspondiente.

Así las cosas, para estimar que un acto de autoridad está debidamente fundado en cuanto a la competencia, la autoridad administrativa debe invocar adecuadamente las disposiciones que determinan su competencia (por materia, grado, territorio y cuantía), este deber, en algunos casos, implica transcribir una porción del precepto que prevé tal competencia, cuando se trate de una norma compleja.

El criterio expuesto quedó establecido en la jurisprudencia 115/2005, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, Septiembre de 2005, página 310, que a la letra señala:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio…”

Los criterios de referencia precisan los elementos que constituyen requisitos sine qua non del acto de imperium, de cuya observancia depende la legalidad de todo acto que afecte la esfera jurídica del particular.

Esto es así, pues sin los requisitos aludidos, el acto de autoridad se tornaría autoritario e ilegal, situación que se logra traducir en un estado de indefensión e incertidumbre jurídica al gobernado, pues desconocería si el ente que lo emite se encuentra o no legalmente facultado para ello, vulnerando inevitablemente el estado de derecho que debe regir su actuación.

Establecido lo anterior, en el acto impugnado consistente en el crédito fiscal 124479 de fecha veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, expedido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, el cual se localiza a fojas 28 a 31 del expediente en que se actúa; el cual cuenta con pleno valor probatorio en términos de lo dispuesto en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo Para el Estado de San Luis Potosí, al ser un documento público, se invocan por la autoridad las disposiciones legales para sustentar su competencia para emitir el acto impugnado, entre las que se encuentran las siguientes:

Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí

“ARTICULO 47.- Son autoridades fiscales:

I. Estatales:

(…)
c) El Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas,

(…)
f) Los directores de área, subdirectores y delegados fiscales adscritos a la Dirección General de Ingresos;

(…)
Las autoridades estatales señaladas en la fracción I del presente artículo, ejercerán sus atribuciones en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí…”

“ARTICULO 48.- Por lo que respecta a las facultades y a la competencia de las autoridades fiscales, se atenderá además de las disposiciones de este Código, a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, al Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, a la Ley Orgánica del Municipio Libre; así como a todas las leyes, reglamentos, convenios y normas fiscales vigentes en el Estado.”

Ley Orgánica de la Administración Pública de San Luis Potosí

“ARTICULO 3o. Para el despacho de los asuntos que competen al Poder Ejecutivo, el Gobernador del Estado se auxiliará de las dependencias y entidades que conforman la administración pública del Estado, la cual será:

I. Centralizada, la que se integrará por las siguientes dependencias:

a) Las Secretarías del Despacho…”

“ARTICULO 31. Para el estudio, planeación y despacho de los asuntos y negocios de la administración pública estatal, el Ejecutivo contará con las siguientes dependencias:

(…)
II. Secretaría de Finanzas;

…”

“ARTICULO 33. A la Secretaría de Finanzas corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

(…)
V. Recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; administrar las participaciones federales en los términos de los convenios celebrados, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales;

(…)
VIII. Establecer y mantener al corriente el padrón fiscal de contribuyentes;

(…)
XII. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas de carácter fiscal y demás de su ramo, vigentes en el Estado; 

XIII. Imponer las sanciones por infracción a las disposiciones fiscales, de conformidad con la legislación aplicable…”

Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado

“Artículo 3°. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Secretaría de Finanzas contará con las siguientes unidades administrativas:

(…)
II. La Dirección General de Ingresos de la que, a su vez dependen directamente la:

(…)
La Secretaría ejercerá sus atribuciones por conducto de su Titular y sus unidades administrativas en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.”

“Artículo 14. La Dirección General de Ingresos atenderá del despacho de los siguientes asuntos:

(…)
X. Vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y federales, así como de los convenios y acuerdos relacionados con el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal;

XI. Ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales, tanto estatales como federales, en términos de los convenios respectivos;

XII. Ordenar y suscribir los documentos que tengan por objeto practicar visitas domiciliarias, requerimientos y revisiones de documentación así como los dictámenes que formulen los contadores públicos, de los Estados Financieros de los contribuyentes, con el propósito de verificar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; así como anular unilateralmente las órdenes y requerimientos emitidos, cuando proceda legalmente;

(…)
XVI. Imponer sanciones por infracciones a los ordenamientos normativos en materia tributaria;

(…)
XXXII. Las demás contenidas en otras disposiciones fiscales y administrativas.”

“Artículo 15. La Dirección de Recaudación y Política Fiscal atenderá el despacho de los siguientes asuntos:

(…)
XXI. Elaborar y aplicar el programa operativo anual de recaudación de contribuciones;

(…)
XXIII. Determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación, fijarlos en cantidad líquida y cobrarlos e imponer las sanciones administrativas que procedan por infracciones fiscales;

(…)
XXVII. Aplicar el procedimiento administrativo de ejecución que establece el Código Fiscal del Estado cuando sean contribuciones estatales y el Código Fiscal de la Federación cuando se trate de contribuciones federales administradas por el Estado y supervisar cada una de sus etapas;

XXVIII. Expedir las credenciales o constancias de identificación del personal adscrito a su cargo;

(…)
XXXI. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones fiscales municipales, estatales y federales;

XXXII. Ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales, tanto estatales como federales, en términos de los convenios respectivos;

(…)
XXXV. Dirigir a los notificadores, ejecutores y verificadores que les sean adscritos…”
De los artículos anteriormente transcritos, citados por la autoridad para sostener su competencia, se desprende lo siguiente:

· Que en el Estado de San Luis Potosí, son autoridades fiscales, entre otras, el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, quien ejercerá sus atribuciones en todo el Estado de San Luis Potosí; 

· Que para el despacho de los asuntos que compete al Poder Ejecutivo, el Gobernador del Estado, se auxiliara por diversas Secretarias, entre las de que se encuentra la de Finanzas;

· Que a la Secretaría de Finanzas le corresponde recaudar impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; establecer y mantener al corriente el padrón fiscal de contribuyentes; vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas de carácter fiscal; e imponer las sanciones por infracción a las disposiciones fiscales;

· Que para el despacho de su competencia la Secretaría de Finanzas contara con la Dirección General de Ingresos;
· Que entre las facultades de la Dirección General de Ingresos se encuentra la de vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y federales; ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales, tanto estatales como federales; ordenar y suscribir los documentos que tengan por objeto practicar visitas domiciliarias, requerimientos y revisiones de documentación, así como los dictámenes que formulen los contadores públicos, de los Estados Financieros de los contribuyentes, con el propósito de verificar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; así como anular unilateralmente las órdenes y requerimientos emitidos, cuando proceda legalmente; e imponer sanciones por infracciones a los ordenamientos normativos en materia tributaria.

· Que a la Dirección de Recaudación y Política Fiscal le corresponde elaborar y aplicar el programa operativo anual de recaudación de contribuciones; determinar la existencia de créditos fiscales; aplicar el procedimiento administrativo de ejecución; expedir las credenciales o constancias de identificación del personal adscrito a su cargo; vigilar el cumplimiento de las disposiciones fiscales municipales, estatales y federales; ejercer las facultades de comprobación; y dirigir a los notificadores, ejecutores y verificadores que les sean adscritos.
De lo antes expuesto, se desprende que se citaron los dispositivos que establecen que la Secretaria de Finanzas contara, entre otras unidades, con la Dirección General de Ingresos, sin embargo, en el acto se omite señalar el dispositivo que establece que está última se integrara con la Dirección de Recaudación y Política Fiscal; ello con independencia de que funde las facultades con que cuenta ésta última.

Es decir, no basta que se funden las facultades con las que cuenta la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, para considerar debidamente fundada la competencia de la misma, sino que era necesario que la autoridad demandada, señalara el dispositivo que establece su pertenencia a la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, tal como se establece en el artículo 3, fracción II, inciso a), el cual se transcribe a continuación:

“Artículo 3°. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Secretaría de Finanzas contará con las siguientes unidades administrativas:

(…)
II. La Dirección General de Ingresos de la que, a su vez dependen directamente la:

a) Dirección de Recaudación y Política Fiscal…”

Así las cosas, de la simple lectura realizada por esta Juzgadora a los dispositivos legales invocados por la autoridad demandada en el acto impugnado, se desprende el incumplimiento a su obligación de debida fundamentación en cuanto a la competencia, ya que omitió mencionar con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporan su ámbito competencial por razón de grado como órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, es decir, omitió citar con precisión el inciso de la fracción del artículo 3° reglamentario previamente citado, lo cual la propia autoridad trata de perfeccionar al contestar la demanda donde cita dicho dispositivo para sostener su competencia.

Por lo tanto, toda vez que en el acto impugnado se omitió citar con precisión el dispositivo legal que contiene la atribución existencial del emisor tanto material como de grado, para emitir el acto de que se trata, debe considerarse que implica una desatención a la garantía de legalidad y seguridad jurídica, ya que no se brinda la oportunidad al particular de conocer sobre la base de los dispositivos invocados, que su emisor se encontraba dotado de competencia legal para ello, lo que constituye una desatención a lo dispuesto por el artículo 164, fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, citado a pie de página previamente.

En este sentido, resulta aplicable la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, visible en el Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, de rubro: 

"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria."

De igual manera tiene aplicación a la controversia de referencia el siguiente criterio jurisprudencial:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

De igual manera, tiene aplicación, por analogía, la jurisprudencia 99/2007, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, Junio del 2007, Pleno y Salas, cuyo rubro dice: 

“NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA.- En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal.”

Así las cosas, en la especie toda vez que el artículo 167, del Código Procesal Administrativo, establece que “La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada…”, y siendo el caso, que el acto impugnado no cumple con los elementos de ser emitido de manera fundada por una autoridad competente –o al menos no señaló el precepto que le otorgaba la facultad para emitir el acto controvertido-; se actualizan las causales de ilegalidad previstas por el artículo 250, fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracciones I y II, 251 y 252
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la nulidad lisa y llana del crédito fiscal 124479 de fecha veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, por lo que se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno.

En virtud de lo anterior, esta Juzgadora se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes argumentos expresados por la parte actora en su escrito inicial y de ampliación de demanda, toda vez que cualquiera que fuese su resultado no cambiaría el sentido del presente fallo.

Encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, fracción III, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 217, 248, 249 y 250, fracciones I y II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y por consecuencia la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada; por lo que se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el último considerando de ésta Sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y a través de buzón electrónico a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- (RÚBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 252…


…


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”





� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:





I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;


…


V. Estar fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;


…”


 �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Articulo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”





� “ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:





I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;





II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;


…”


ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.


En los juicios en que se reclame la indemnización en los términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en la sentencia se determinará, en su caso, la existencia de responsabilidad patrimonial a cargo de la entidad demandada, y el derecho del reclamante a la indemnización, fijándose el monto que ha de pagarse, conforme a los lineamientos de esa Ley.


ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.


…”





